TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, mayo dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 229 de 16 de mayo de 2016

Expedientes No. 66001-22-13-000-2016-00550-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Rosa Elita Robles Gómez, coadyuvada por defensor público adscrito a la Defensoría del Pueblo de Pereira, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se encuentra vinculada a los servicios de salud de la Policía Nacional en calidad de beneficiaria de su esposo, Hernán Rodríguez Russi, pensionado de esa institución.

1.2 Ha sido diagnosticada con migraña crónica sin aura -G340-, motivo por el cual, desde mayo de 2015, la neuróloga dispuso una consulta de valoración por neurocirugía especializada y control de neurología cada tres meses para la aplicación especializada de un medicamento denominado “toxina botulínica tipo A de 100 unidades internacionales ampolla vía parental”; se le aplicaron las dosis de los meses de junio y septiembre del mismo año, pero no la del mes de diciembre y ya pasó marzo, sin que aún reciba el tratamiento.
1.3 Teniendo en cuenta la interrupción del medicamento, la médica especialista dispuso el reinicio del tratamiento, con la advertencia de no suspenderlo para su efectividad, pero en las dependencias de la Unidad de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda no le dan razón de las remisiones de la consulta con neurocirugía ni de la aplicación del medicamento, que deben ser concomitantes, pues es una inyección que debe aplicarla un especialista con un protocolo especial.
2.- Considera lesionados sus derechos a la salud y a la vida digna y para protegerlos, solicitó se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad de la Policía Nacional en Risaralda, entregar las órdenes de autorización necesarias para la atención inmediata y efectiva de la cita con neurología para la aplicación especializada del medicamento denominado toxina botulínica tipo A de 100 unidades internacionales ampolla vía parental y la valoración por neurocirugía, ordenadas por la médica tratante; además, suministrarle un tratamiento integral.

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 2 de mayo se admitió la acción.

2.- La Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), al ejercer su derecho de defensa, manifestó que no ha negado el servicio a la usuaria; el  área de referencia y contrareferencia, por medio de su médico auditor, debe realizar los trámites administrativos pertinentes para remitir a la paciente a la red externa y que con el ánimo de salvaguardar los derechos fundamentales de la accionante, la oficina encargada procedió de manera inmediata a expedir la correspondiente autorización para la clínica Comfamiliar, con la cual se tiene relación contractual vigente, la que se encuentra a disposición de la usuaria, a quien se le notificó telefónicamente. Solicita desestimar las pretensiones de la accionante, toda vez que los hechos que motivaron la acción ya se encuentran superados.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- Considera la citada señora lesionados sus derechos a la salud y a la vida digna, ante la dilación injustificada de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda en entregar las órdenes de autorización necesarias para la prestación de los servicios médicos que requiere.

3.- La accionante se encuentra afiliada, en calidad de beneficiaria, al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, que regula el Decreto 1795 de 2000, en cuyo artículo 27 dispone: 

“Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

Se encuentra probado que su médica especialista tratante le prescribió los procedimientos a que se refieren los hechos y las pretensiones de la demanda
, frente a los cuales estima se ha presentado una mora injustificada por parte de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda en entregar las órdenes de autorización necesarias para obtener que le sean prestados.
4.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza
. 
La lesión a tal derecho puede producirse cuando la entidad encargada de garantizar los servicios de salud a sus afiliados no asegura la estabilidad y continuidad en la atención médica requerida por medio de una institución que brinde un manejo eficiente de la enfermedad en términos de calidad y efectividad del servicio prometido. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“2.3. Uno de los contenidos obligacionales de la prestación de los servicios de salud que corresponde al Estado, hace referencia a que este servicio público esencial sea proporcionado en forma ininterrumpida, oportuna e integral; razón por la que las justificaciones relacionadas con problemas presupuestales o de falta de contratación, así como la invención de trámites administrativos innecesarios para la satisfacción del derecho a la salud, constituyen, en principio, no solo una vulneración al compromiso adquirido en la previsión de todos los elementos técnicos, administrativos y económicos para su satisfacción, sino también un severo irrespeto por esta garantía fundamental.

 
Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente médicos, las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud. 

 
2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello también depende la oportunidad y calidad del servicio.
 
2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos en el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus afiliados, también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias de la Entidad Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida de los servicios médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante los cuales se consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de Seguridad Social, establecen exclusivamente una relación obligacional entre la entidad responsable (EPS) y la institución que de manera directa los brinda al usuario (IPS), motivo por el que no existe responsabilidad alguna del paciente en el cumplimiento de estos.”

 

En este caso, la entidad accionada lesionó los derechos a la salud y a la vida digna de la demandante, al dilatar sin justificación alguna, esto es, no por motivos estrictamente médicos, la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose su estado de anormalidad y sus padecimientos, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

5.- Sin embargo, al pronunciarse en relación con la acción propuesta, la Jefe Seccional Sanidad Risaralda indicó que no se le han negado servicios a la accionante y que se le expidieron las autorizaciones para los procedimientos que requiere.
Esta última, en el trámite de la acción, informó que el pasado 13 de mayo le realizaron el procedimiento consistente en la aplicación especializada de la toxina botulínica tipo A de 100 unidades internacionales ampolla vía parental y que tiene cita con el neurocirujano el 17 del mismo mes
.
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...", pero exclusivamente frente a la pretensión de la accionante relacionada con el procedimiento consistente en la aplicación especializada de la toxina botulínica que ya se le practicó.
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

 “2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.
2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”
2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
6.- Sin embargo, no puede declararse superado el hecho frente a la otra pretensión, la valoración por neurocirugía, por cuanto dicha cita aún no se concreta.
En consecuencia, respecto de esta, se concederá el amparo solicitado y se le ordenará a la Teniente Coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón, Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), o a quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, que si aún no lo ha hecho, proceda a autorizar a la demandante la valoración por neurocirugía, prescrita por la médica tratante, la que deberá ser practicada en un término no superior a ocho días.

7.- En lo relacionado con el tratamiento integral solicitado, ha dicho la jurisprudencia:

“En cuanto principio de integralidad, la Corte Constitucional ha manifestado la atención a la salud debe ser integral y comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento así como todo cubrimiento que el médico tratante estime necesario para el restablecimiento de la salud del paciente. Este principio comprende dos dimensiones, una relacionada con la atención integral de la garantía al derecho de la salud que se proyecta en diferentes dimensiones de acuerdo a las necesidades de la persona, valga decir requerimientos de orden psicológico, educativo, psiquiátrico, terapéutico entre otros. Y una segunda dimensión orientada al cubrimiento clínico médico necesario para mitigar el estado de salud de un paciente en particular.   

 

Específicamente ha indicado esta Corporación en las sentencias T-170/00, T-133/01, T-111/03, T-062/06, T-518/06, T-492/07 entre otras, que han tratado el principio de intregralidad en los servicios médicos, lo siguiente: 

 

“(…) La atención y el tratamiento a que tienen derecho el afiliado cotizante y su beneficiario son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de droga, intervención quirúrgica, práctica de rehabilitación, examen para el diagnóstico y el seguimiento, y todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento del estado de salud del paciente que se le ha encomendado, dentro de los límites establecidos en la ley”. 
Así pues, el principio de integralidad es uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en la prestación médico asistencial de servicios de salud ya sea en el cubrimiento de planes adicionales de salud o de los servicios médicos incluidos en el POS, deben brindar un cubrimiento de todas las contingencias que afecten la salud de los afiliados y servicios médicos necesarios para concluir los tratamientos previamente iniciados.  

De acuerdo con los argumentos expuestos, tenemos entonces que la atención integral se refiere entonces al tratamiento y rehabilitación de la persona enferma, en general todas las prestaciones necesarias para restablecer el estado de salud afectado...”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las entidades demandadas se abstendrán de garantizar los servicios médicos que ha de requerir el demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad  prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. Así entonces, se procederá.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONCEDER la tutela solicitada por la señora Rosa Elita Robles Gómez, coadyuvada por defensor público adscrito a la Defensoría del Pueblo de Pereira, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional Seccional Risaralda.
SEGUNDO.- Se ordena a la Teniente Coronel Luisa Fernanda Vega Bahamón, Jefe Seccional Sanidad Risaralda (E), o a quien haga sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, proceda a autorizar a la demandante la valoración por neurocirugía, prescrita por la médica tratante, la que deberá ser practicada en un término no superior a ocho días. Igualmente se le ordena brindarle un tratamiento integral para su actual patología, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial.
TERCERO.- DECLARAR la carencia actual de objeto frente a la pretensión de la accionante relacionada con el procedimiento consistente en la aplicación especializada del medicamento denominado toxina botulínica tipo A de 100 unidades internacionales ampolla vía parental.
CUARTO.- Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver historia clínica, que obra a folios 2 a 14.


� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-234 de 2013, MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 26.


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Sentencia T-959 de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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